
Lección 10: El Derecho de 
Acción y el Derecho de Defensa
Estudio sistemático del derecho de defensa en el proceso penal español: concepto, 
regulación, contenido esencial y casos prácticos. Ley de Enjuiciamiento Criminal 

(LECrim) y la Constitución Española.
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I. CONCEPTO Y REGULACIÓN

El Derecho de Acción Penal y el Derecho de Defensa

Derecho de Acción Penal

Derecho fundamental que corresponde a cualquier persona —con 
independencia de la afectación directa o indirecta en su persona o 
bienes— a postularse ante el Tribunal de instancia para poner en su 
conocimiento la existencia de hechos de apariencia delictiva, la 
identificación de su presunto autor, y obtener una resolución jurídica 
razonada, motivada y congruente sobre la iniciación o no del proceso 

penal.

Este derecho de acción se mantendrá activo durante todo el proceso, 
con diversas manifestaciones estudiadas a lo largo del manual 
procesal.

Derecho de Defensa

Derecho fundamental que asiste a todo investigado o encausado en el 
marco del proceso penal, orientado a preparar una pretensión 
exculpatoria o a dar u omitir respuesta a la pretensión punitiva, con 
plena libertad, información y asistencia técnica y lingüística.

Se desarrolla bajo los principios de legalidad, contradicción, audiencia 
bilateral e igualdad de armas.

El art. 118 LECrim recoge los derechos mínimos, básicos y esenciales 
que corresponden a «toda persona a quien se atribuya un hecho 
punible», pudiendo ejercitar el derecho de defensa desde que se le 
comunique la existencia de actuaciones, haya sido detenido o se haya 
acordado su procesamiento.



Marco Normativo: La Reforma de 2015 y la LECrim
La LECrim de 1882, una de las más antiguas de Europa y del mundo, ha sido objeto de continuas reformas parciales —lo que la doctrina denomina «parcheo 
legislativo»— que dificultan la armonía y coherencia del texto normativo.

1

LO 5/2015, de 27 de abril

Transpone las Directivas 2010/64/UE (interpretación y 
traducción) y 2012/13/UE (derecho a la información en 

procesos penales). Modifica el art. 118 LECrim.

2

Ley 41/2015, de 5 de octubre

Modifica la LECrim para la agilización de la justicia penal y 
el fortalecimiento de las garantías procesales. Generaliza 

la segunda instancia y reforma la casación.

3

LO 13/2015, de 5 de octubre

Refuerza las garantías procesales y regula las medidas de 
investigación tecnológica. Desarrolla el derecho de 

asistencia letrada, confidencialidad de comunicaciones y 
prisión incomunicada.

4

LO 1/2025, de 2 de enero

Medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de 
Justicia. Última modificación relevante incorporada a la 

LECrim.

❗ Punto de examen frecuente: el Anteproyecto de nueva LECrim está pendiente de aprobación. La reforma global sigue sin producirse, mientras se 
suceden modificaciones parciales que generan inseguridad jurídica.



II. DERECHO DE DEFENSA DE LOS MENORES

Directiva (UE) 2016/800: Garantías Específicas para Menores de 
Edad
La Directiva (UE) 2016/800, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016, regula las garantías mínimas de los procesos penales que afectan a menores de 
dieciocho años, con el triple propósito de: (1) afianzar el principio de confianza recíproca y reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales penales; (2) prevenir conductas 
reincidentes y fomentar la reeducación e inserción social; y (3) reforzar especialmente el derecho de defensa de estas personas especialmente vulnerables.

Derechos comunicados desde el inicio

Información al titular de la patria potestad (art. 5)

Derecho a la asistencia letrada (art. 6)

Protección de la vida privada (art. 7)

Acompañamiento por titular de patria potestad en fases no vistas

Derecho a la asistencia jurídica gratuita (art. 18)

Derechos adicionales en fase inicial

Evaluación inicial (art. 7) y reconocimiento médico (art. 8)

Limitación de la privación de libertad y revisión periódica de la detención (arts. 
10 y 11)

Acompañamiento en las vistas (art. 15.1)

Derecho a estar presente en el juicio (art. 16)

Vías de recurso efectivas (art. 19)



III. CONTENIDO DEL DERECHO DE DEFENSA

Catálogo de Derechos del art. 118 LECrim
Sin perjuicio de la normativa específica de menores, el art. 118 LECrim impone instruir al investigado, sin demora injustificada, de los siguientes 
derechos mínimos:

1. Información

Ser informado de los hechos 
atribuidos y cualquier cambio 
relevante en el objeto de la 
investigación (art. 118.1.a)

2. Acceso previo

Examinar las actuaciones con 
debida antelación y antes de 
cualquier declaración (art. 
118.1.b)

3. Actuación procesal

Actuar en el proceso para 
ejercer su derecho de defensa 
conforme a la ley (art. 118.1.c)

4. Asistencia letrada

Designar libremente Abogado 
o solicitar asistencia jurídica 
gratuita (art. 118.1.d y e)

5. Traducción e 
interpretación

Traducción e interpretación 
gratuitas conforme a los arts. 
123 y 127 LECrim (art. 118.1.f)

6. Silencio

Guardar silencio, no declarar y 
no contestar preguntas 
concretas (art. 118.1.g)

7. No 
autoincriminación

No declarar contra sí mismo y 
no confesarse culpable (art. 
118.1.h)

8. Otros derechos

Última palabra, dignidad, 
presunción de inocencia y 
congruencia penal (implícitos 
o derivados)



1. Derecho de Información
El derecho de información es el presupuesto esencial del derecho de defensa. Se encuentra expresamente previsto en el catálogo de derechos 
constitucionales del art. 24.2 CE: «Todos tienen derecho a ser informados de la acusación formulada contra ellos». Su fundamento reside en los principios 
de igualdad y contradicción, siendo, cronológicamente, el derecho iniciático, prioritario y preferente frente al resto.

Contenido del deber de información

• Narración detallada de los hechos atribuidos y material probatorio que 
sustenta la imputación

• Sucesivas modificaciones del contenido de la acusación
• Contenido de las resoluciones que deban ser notificadas
• Bloque de derechos mínimos que asisten al investigado
• Fundamentación jurídica complementaria a la fáctica

Caracteres de la información

Conforme al art. 118.1 LECrim, la información habrá de ser:

• Clara, sencilla, precisa, expresa e inequívoca
• Detallada, exhaustiva, completa y veraz
• Adaptada a la edad, grado de madurez, discapacidad y capacidad del 

destinatario
• Emitida en un lenguaje comprensible y accesible
• Gradual en las distintas fases del proceso

La omisión de la debida ilustración puede ocasionar indefensión 
material cuando suponga privación real de facultades de 
alegación, prueba e impugnación.



2. Derecho a Examinar las Actuaciones con Antelación
El art. 118.1.b) LECrim reconoce el derecho a examinar las actuaciones con la debida antelación para salvaguardar el derecho de defensa y, en todo caso, con 
anterioridad a que se le tome declaración. Este derecho constituye un afianzamiento del de información, garantizando no sólo que el investigado haya conocido la 
imputación, sino que lo haya sido con suficiente antelación temporal para preparar adecuadamente su defensa.

El momento de la imputación y el 
nacimiento del derecho de 
defensa

La doctrina procesal ha debatido 
ampliamente si el derecho de defensa surge 
en el momento de la admisión formal de la 
denuncia o querella, o incluso antes, durante la 
fase preprocesal de análisis judicial de los 
hechos. La posición mayoritaria aboga por 
retrotraer el nacimiento del derecho de defensa
al período previo a la admisión de la 
pretensión, de modo que el investigado 
pueda defenderse de los primeros indicios o 
sospechas. En la práctica, el momento se 
anuda a la admisión de la denuncia o querella o 
a la adopción de medidas cautelares.

Prohibición de declarar como 
testigo ocultando la imputación

El derecho de defensa se vulnera de modo 
especialmente intenso cuando se toma 
declaración al investigado como testigo, 
ocultando los cargos existentes contra él. En 
tales supuestos, al testigo se le imponen las 
obligaciones de comparecencia, de declarar y 
de decir la verdad, con posibilidad de ser 
apercibido con las penas del delito de falso 
testimonio, lo que lesiona el derecho al 
silencio y constituye una coacción ilegítima.

La acusación debe preceder a la 
defensa

En cumplimiento del principio de contradicción 
e igualdad de armas, la acusación debe 
preceder a la defensa con un tiempo de 
antelación suficiente para preparar una 
respuesta adecuada. No basta con una 
ilustración genérica y mecánica: la traslación 
de información debe efectuarse conforme a 
una buena praxis informativa, incidiendo en los 
efectos desfavorables que pueden 
desprenderse del desconocimiento de los 
derechos del art. 118 LECrim.



3. Derecho a Actuar en el Proceso: Triple Proyección
El «derecho a actuar en el proceso penal para ejercer el derecho de defensa» del art. 118.1.c) LECrim despliega una triple proyección ampliamente 
reconocida por la jurisprudencia. El art. 118.2 LECrim fija que «el derecho de defensa se ejercerá sin más limitaciones que las expresamente previstas en la 
ley desde la atribución del hecho punible investigado hasta la extinción de la pena».

A) Acceso al proceso

Adquisición del status de parte procesal con el 
surgimiento del derecho de defensa. La 
admisión de denuncia o querella, y cualquier 
actuación que resulte en imputación, serán 
puestas inmediatamente en conocimiento del 
presunto responsable (art. 118.5 LECrim). La 
ausencia injustificada puede conllevar 
continuación del juicio (art. 786 LECrim), orden 
de detención (art. 487 LECrim) o requisitoria 
(art. 836 LECrim).

B) Alegación y Prueba

Derecho a realizar actos de alegación, presentar 
actos de investigación, proponer pruebas e 
intervenir en su práctica. Entronca directamente 
con los principios de igualdad de armas, 
contradicción y audiencia bilateral. El art. 24.2 
CE consagra el derecho «a utilizar los medios 
de prueba pertinentes para su defensa». La 
prueba queda condicionada a: (1) solicitud en 
tiempo y forma; (2) legalidad, pertinencia y 
utilidad; y (3) licitud.

C) Impugnación

Derecho a impugnar las resoluciones 
desfavorables mediante recursos. En el ámbito 
penal adquiere relevancia constitucional. El 
derecho a los recursos, aunque de 
configuración legal, es integrante del derecho 
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), de 
modo que, una vez regulado, su 
incumplimiento permite el acceso al amparo 
constitucional.



4. Derecho a la Asistencia Letrada
El art. 118.1.d) y e) LECrim reconoce el derecho a designar libremente Abogado y el derecho a solicitar asistencia jurídica gratuita. En nuestro sistema, la defensa tiene una 
naturaleza de derecho/deber irrenunciable: la voluntad adversa del investigado al nombramiento de un Abogado de confianza provoca la designación de uno de oficio en 
cualquier fase del procedimiento.

Defensa dual complementaria

El proceso penal reconoce dos dimensiones complementarias:

• Defensa técnica o pública: a cargo del Abogado defensor, que articula y dirige 
la estrategia exculpatoria. Es el «alter ego» procesal del investigado.

• Autodefensa o defensa privada: facultades directas del investigado, como el 
derecho a no declarar contra sí mismo (art. 24.2 CE), el derecho a la última 
palabra (art. 739 LECrim) o el derecho a declarar cuantas veces quiera (art. 
400 LECrim).

Proyecciones del derecho de asistencia letrada

• Sintonía defensor/defendido: el Abogado no puede entrar en colisión con la 
voluntad de su patrocinado. Las discrepancias menoscaban la eficacia de la 
defensa.

• Confidencialidad de comunicaciones: el art. 118.4 LECrim establece que «todas 
las comunicaciones entre el investigado o encausado y su Abogado tendrán 
carácter confidencial». Si fueran captadas, el Juez ordenará su eliminación.

• Solicitud y práctica de prueba: el Abogado ha de articular los medios de prueba 
que permitan restablecer los derechos del investigado.

• Presencia en declaraciones y diligencias: el Abogado debe estar presente en 
todas las declaraciones, reconocimientos, careos y reconstrucciones de 
hechos.

La representación procesal por Procurador es igualmente preceptiva 
conforme al art. 118.3 LECrim.



4. Asistencia Letrada: Detenido vs. No Detenido
El derecho de asistencia letrada tiene una doble proyección constitucional en función de la situación personal del investigado, respondiendo a la 
distinta asistencia que cabe esperar del Letrado según el estado de su patrocinado.

Investigado NO detenido

Fundamento: art. 24 CE.

El Abogado centra su actuación en el 
asesoramiento y la defensa material que 
contribuya al éxito de la pretensión 
exculpatoria: alegaciones, proposición de 
prueba, recursos.

Investigado DETENIDO o PRESO

Fundamento: art. 17.3 CE y art. 520 LECrim.

El Abogado prioriza la observancia de los 
derechos esenciales que asisten al detenido, 
sin perjuicio del ineludible consejo técnico. 
Las garantías se extreman porque el 
detenido se halla en situación de especial 
vulnerabilidad.

Prisión Incomunicada

Fundamento: art. 527 LECrim.

Excepciones tasadas a los derechos 
generales de asistencia letrada. Puede 
limitarse la libre designación de Abogado y 
la confidencialidad de comunicaciones. 
Exige resolución judicial motivada.

La excepción a la confidencialidad de las comunicaciones Abogado/investigado sólo opera cuando existen indicios objetivos de 
participación del Abogado en el hecho delictivo investigado (art. 118.4.III LECrim).



5. Derecho a la Traducción e Interpretación Gratuitas
El art. 118.1.f) LECrim reconoce el derecho «a la traducción e interpretación gratuitas de conformidad con lo dispuesto en los arts. 123 y 127 LECrim». 
Aunque es el cuarto derecho en orden cronológico del catálogo, constituye en la práctica un presupuesto ineludible e incluso primero para el ejercicio 
de todos los demás: ningún derecho puede ejercerse si no se comprende la lengua en que se comunica.

Derecho a la Interpretación

Relativo a las comunicaciones verbales: 
mensajes orales, gestos, signos y señas. Es 
irrenunciable. Comprende todas las 
actuaciones en que sea necesaria la presencia 
del investigado, incluyendo interrogatorio 
policial, actuaciones del Ministerio Fiscal y 
vistas judiciales (art. 123.1.a) LECrim). También 
se aplica a las conversaciones con el propio 
Abogado defensor (art. 123.1.b) LECrim).

Derecho a la Traducción Escrita

Relativo a los textos, escritos o documentos 
esenciales. Deben traducirse en todo caso: las 
resoluciones que acuerden prisión, el escrito de 
acusación y la sentencia (art. 123.1.d) LECrim). 
El investigado puede solicitar motivadamente 
que se considere esencial un documento (art. 

123.1.e) LECrim).

Gratuidad y Coste

Los gastos de traducción e interpretación son 
sufragados por la Administración de Justicia, con 
independencia del resultado del proceso (art. 

123.1.II LECrim). La gratuidad no queda 
condicionada a los recursos económicos del 
beneficiario ni al sentido de la sentencia.



6 y 7. Derecho al Silencio y a No Autoincriminarse

Derecho a guardar silencio — art. 118.1.g) LECrim

El investigado tiene derecho a guardar silencio y a no prestar declaración si 
no desea hacerlo, y a no contestar a alguna o algunas de las preguntas que se 
le formulen. Este derecho se refiere a las cuestiones relacionadas con la 
investigación penal, no a extremos como la identificación personal o la 
capacidad.

El silencio abarca dos modalidades:

• Silencio total: no prestar declaración alguna en ninguno de los 
interrogatorios.

• Silencio parcial: decidir, tras el consejo técnico, qué preguntas 
responder y cuáles no.

El silencio no puede ser interpretado ni valorado como admisión tácita de 
los hechos delictivos. La doctrina lo identifica con la constante emisión 
del vocablo «soy inocente».

Derecho a no autoincriminarse — art. 118.1.h) LECrim

El art. 118.1.h) LECrim, en consonancia con el art. 24.2 CE, reconoce el 
«derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable». Este 
derecho potencia la libertad de elección del ejercicio de autodefensa, 
otorgando al investigado absoluta libertad para mantener pretensiones 
exculpatorias o limitarse a no declarar.

La doctrina ha equiparado este derecho con la facultad del investigado de 
mantener una pretensión defensiva ajena a la realidad histórica —el 
llamado «derecho a la mentira o a la coartada»—, sin que el descubrimiento 
judicial de dicha falsedad pueda ser interpretado como indicio, ni menos 
aún como prueba de culpabilidad.

⚠ Error típico de examen: confundir el derecho al silencio (no 
declarar) con el derecho a no autoincriminarse (no confesar ni 
declarar contra uno mismo). Son derechos autónomos aunque 
complementarios.



8. Otros Derechos Esenciales del Investigado
El listado del art. 118 LECrim no es completo. La doctrina y la praxis judicial han identificado derechos adicionales esenciales que el Legislador ha omitido —por 
olvido o por entenderlos implícitos— pero cuya incorporación resulta imprescindible para una integral conformación legal del derecho de defensa.

Derecho a la Última Palabra

Recogido en el art. 739 LECrim, incomprensiblemente olvidado en el art. 
118. Garantiza que el acusado sea oído en último lugar, en todos los 
juicios orales y en todas las instancias en que el tribunal agrave la 
condena.

Derecho a la Dignidad

El investigado/encausado, al igual que la víctima y demás intervinientes, 
debe ser tratado con pleno respeto a su honor, dignidad e integridad, con 
prohibición de tratos humillantes, vejatorios o inhumanos.

Presunción de Inocencia

El investigado será considerado inocente durante todo el proceso, hasta 
sentencia firme. Solo puede desvirtuarse mediante prueba de cargo válida 
practicada en juicio oral con oralidad, inmediación y libre valoración. En 
ausencia de prueba de cargo suficiente: absolución.

Congruencia Penal

Ningún acusado podrá ser condenado por hechos distintos a los integrantes 
del objeto del juicio oral. La congruencia penal entre acusación y condena 
es garantía esencial del proceso penal.



IV. DETENCIÓN Y PRISIÓN PROVISIONAL

Refuerzo de Garantías: Art. 520 LECrim
El art. 520 LECrim establece los parámetros de la detención y prisión provisional, intensificando los derechos y garantías de los investigados privados de 
libertad. La forma en que la Ley trata las medidas cautelares personales es el mayor exponente de la luminosidad democrática de un sistema procesal.

Principios rectores de la 
detención — art. 520.1 LECrim

La detención y prisión provisional deberán 
practicarse en la forma que menos 
perjudique al detenido o preso en su persona, 
reputación y patrimonio. Las autoridades 
velarán por los derechos al honor, intimidad 
e imagen, respetando el derecho 
fundamental a la libertad de información. 
La detención preventiva no podrá durar 
más del tiempo estrictamente necesario y, 
en todo caso, en el plazo máximo de 72 
horas, el detenido deberá ser puesto en 
libertad o a disposición de la autoridad 
judicial.

Comunicación de derechos al 
detenido — art. 520.2 LECrim

Toda persona detenida o presa será 
informada por escrito, en lenguaje sencillo y 
accesible, en una lengua que comprenda y de 
forma inmediata, de: los hechos atribuidos, 
las razones motivadoras de la privación de 
libertad, y el catálogo completo de 
derechos que le asisten. La forma escrita 
constituye una novedad fundamental de la 
reforma de 2015.

Adaptación a circunstancias 
personales — art. 520.2.bis 
LECrim

La información se facilitará en un lenguaje 
comprensible y accesible, adaptado a la 
edad, grado de madurez, discapacidad y 
cualquier otra circunstancia personal que 
pueda derivar en una limitación de la 
capacidad para entender el alcance de la 
información facilitada.



Derechos del Detenido: Catálogo del Art. 520.2 LECrim

1 Silencio y no autoincriminación

Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no 
contestar alguna o algunas preguntas, o a manifestar que sólo 
declarará ante el Juez.

2 Designación de Abogado

Derecho a designar Abogado y ser asistido sin demora 
injustificada. En caso de lejanía geográfica, comunicación 
telefónica o por videoconferencia.

3 Acceso a actuaciones esenciales

Derecho a acceder a los elementos de las actuaciones esenciales 
para impugnar la legalidad de la detención (art. 520.2.d) LECrim). 
Este derecho asiste incluso cuando se hubiera decretado el 
secreto de sumario, si bien limitado a lo necesario para impugnar 
la privación de libertad.

4 Comunicación a familiar y reconocimiento 
médico

Derecho a que se comunique la privación de libertad a familiar o 
persona de su elección. Derecho a ser reconocido por el médico 
forense. Los extranjeros tienen derecho a comunicación 
consular.



🔵 CASO PRÁCTICO I

Caso I: Derecho de Defensa — Acceso a las Actuaciones 
Esenciales

🔵 Supuesto de hecho

A las 12:35 h., el instructor del atestado solicitó al Colegio de 
Abogados la personación de letrados de turno de oficio para asistir a 
tres detenidos por un delito de lesiones. El interrogatorio policial, con 
asistencia letrada, se desarrolló entre las 14:30 y las 15:30 h. En el 
acta de declaración de Don A se hizo constar que el Letrado había 
solicitado acceso al atestado, siendo denegado por la Instrucción. El 
Letrado solicitó inmediatamente el inicio del procedimiento de habeas 
corpus, alegando vulneración del art. 520 LECrim. El Juzgado de 
Guardia denegó la incoación al no encuadrar el caso en el art. 1 LO 
6/1984.

🟢 Legislación aplicable

• Art. 17.3 CE — Garantía de asistencia de Abogado al detenido
• Art. 520.2 LECrim — Derechos del detenido, incluyendo el acceso a 

actuaciones esenciales
• Art. 520.6 LECrim — Garantías de la asistencia letrada en diligencias 

policiales
• Art. 505.3.II LECrim — Acceso a actuaciones esenciales para 

impugnar privación de libertad
• LO 6/1984 — Ley Orgánica reguladora del procedimiento de habeas 

corpus



Caso I: Análisis y Solución

🔵 a) Forma y momento de informar al detenido
✅ Correcto en los apuntes: El art. 520.2 LECrim exige que la información sea 
proporcionada por escrito, en lenguaje sencillo y accesible, en una lengua que 
comprenda y de forma inmediata. La información no puede ser únicamente 
verbal: ha de formalizarse en un documento entregado al detenido. En todo 
caso, debe proporcionarse antes del primer interrogatorio policial. La exigencia de 
inmediatez evita innecesarios espacios de incertidumbre personal.

🔵 b) ¿Quién informa del derecho de acceso a actuaciones 
esenciales?

✅ Correcto: Debe ser el instructor del atestado quien informe de forma inmediata 
al detenido de su derecho de acceso a las actuaciones esenciales (art. 520.2 
LECrim), sin necesidad de que el Abogado lo solicite. La negativa del instructor a 
permitir el acceso al atestado constituye una vulneración directa de este 
derecho, independientemente de que el Abogado haya tenido que reclamarlo.

🔵 c) ¿Puede ejercerse eficazmente el derecho de defensa sin 
acceso a actuaciones esenciales?

✅ Correcto: No. Las razones de la detención deben venir apoyadas en datos 
objetivos que puedan ser contrastados accediendo a los elementos de las 
actuaciones. Al rechazarse el acceso al atestado antes de la declaración de 
Don A, no le fue posible al Abogado conocer suficientemente las razones de la 
detención, limitando la efectividad de la asistencia letrada recibida y vulnerando 
el art. 17.3 CE.

🔵 d) ¿Tenía el detenido derecho de acceso al contenido 
íntegro del atestado?

✅ Correcto: No. El art. 520.2.d) LECrim reconoce el acceso únicamente a «los 
elementos de las actuaciones que sean esenciales para impugnar la legalidad 
de la detención», esto es, los que permitan constatar si la detención se apoya 
en razones objetivas que establezcan una conexión lógica entre la conducta del 
sospechoso y el hecho investigado. No existe un derecho de acceso pleno e 
ilimitado al contenido del atestado.

🟡 Conclusión clave: La negativa policial a facilitar acceso a los elementos esenciales del atestado vulneró el art. 520.2.d) LECrim y el art. 17.3 CE. El Auto del Juzgado 
de Guardia denegando el habeas corpus fue, cuando menos, discutible, al no examinar si concurría indefensión material derivada de la negativa policial.



🔵 CASO PRÁCTICO II

Caso II: Derecho a la Asistencia Letrada (I) — Confidencialidad 
de las Comunicaciones

🔵 Supuesto de hecho

En el Juzgado Central de Instrucción núm. X de la Audiencia Nacional, en 
Diligencias Previas por delitos de blanqueo de capitales, defraudación fiscal, 
falsedad, cohecho, asociación ilícita y tráfico de influencias, el Magistrado-Juez 
dictó Auto ordenando «la observación de las comunicaciones personales que 

mantengan los citados internos con los Letrados personados en la causa u otros que 
mantengan entrevistas con ellos, previniendo el derecho de defensa».

🟢 Legislación aplicable

• Arts. 17 y 24.2 CE
• Art. 51.2 LOGP — Comunicaciones de internos penitenciarios
• Arts. 11.1 y 238 LOPJ — Nulidad de actuaciones y prueba ilícita
• Arts. 118.4, 520.7 y 527.1 LECrim

🔵 a) Circunstancias para justificar la intervención

La intervención de las comunicaciones entre investigados presos y sus 
defensas letradas sólo puede justificarse cuando existan indicios objeYvos 

de parYcipación del Abogado en el hecho delicYvo invesYgado o de su 
implicación junto con el invesYgado en otra infracción penal (art. 118.4.III 

LECrim). Fuera de este supuesto tasado, las comunicaciones son 
absolutamente confidenciales.

🔵 b) ¿Podría el Director del Centro Penitenciario autorizar 
la intervención?

No. Con carácter general, el art. 51.2 LOGP establece que las 
comunicaciones con el Abogado defensor sólo pueden ser intervenidas por 

resolución de la autoridad judicial y en los supuestos tasados legalmente. La 
autorización del Director del Centro Penitenciario no es suficiente ni válida 
para acordar la intervención de comunicaciones con el Letrado defensor.



Caso II: Análisis y Solución (continuación)

🔵 c) ¿Vulnera el Auto el derecho a la 
asistencia letrada?

✅ Sí, claramente. El Auto ordena la observación 
de comunicaciones entre internos y Letrados 
sin acreditar los presupuestos legales 
habilitantes —indicios objetivos de implicación 
del Abogado en el delito—. Ello vulnera el art. 
118.4 LECrim, el art. 24.2 CE y el art. 17 CE. Las 
pruebas obtenidas a través de tal intervención 
serían nulas conforme al art. 11.1 LOPJ.

🔵 d) ¿Por qué es esencial la 
confidencialidad 
Abogado/investigado?

La confidencialidad de las comunicaciones 
entre el Abogado y su patrocinado es un 
requisito elemental del proceso equitativo en una 
sociedad democrática. Permite al investigado 
trasladar a su defensor, con plena autenticidad 
y veracidad, su versión de los hechos, sus 
impresiones y sus emociones, sabiendo que 
dicha comunicación no le perjudicará. Sin 
confidencialidad, la asistencia letrada se 
convierte en un mero acompañamiento formal, 
vaciando de contenido el derecho de defensa. 
Redunda además en el interés general, 
contribuyendo al esclarecimiento de los hechos 
delictivos.

🔵 e) Prisión incomunicada y 
confidencialidad

En caso de decretarse prisión incomunicada, el 
art. 527.1 LECrim permite la limitación de 
algunos derechos del detenido, entre ellos el de 
designar libremente Abogado —que es 
sustituido por uno de oficio— y el de 
comunicarse con el exterior. Ahora bien, incluso 
en estos supuestos excepcionales, no puede 

prescindirse de toda asistencia letrada: la 
limitación no supone la eliminación del derecho, 
sino su modalización en la forma legalmente 
prevista, siempre bajo resolución judicial 
motivada.

🟡 Conclusión clave: El Auto dictado por el Magistrado-Juez es nulo de pleno derecho por vulnerar el derecho a la asistencia letrada en su vertiente de 
confidencialidad. Las pruebas obtenidas mediante la intervención serán inadmisibles en juicio por aplicación de la regla de exclusión del art. 11.1 LOPJ.



🔵 CASO PRÁCTICO III

Caso III: Derecho a la Asistencia Letrada (II) — Registro 
Domiciliario bajo Detención

🔵 Supuesto de hecho

La fuerza policial se dirigió al domicilio del investigado para detenerle y realizó 
un registro sin su presencia asistida por Abogado. El acta del registro recoge que el 
detenido «manifestó, libre, voluntaria y espontáneamente, que consiente dicho 
registro, firmando en prueba de conformidad con los agentes». La sentencia de 
instancia validó el consentimiento —tanto expreso como tácito— del detenido 
para la práctica de la diligencia.

🟢 Legislación aplicable

• Arts. 18.2 y 24.2 CE — Inviolabilidad del domicilio y garantías procesales
• Arts. 520.5 y 520.6 LECrim — Asistencia letrada al detenido en diligencias
• Arts. 11.1 y 238 LOPJ — Prueba ilícita y nulidad

🔵 a) ¿Infringe la actuación policial algún derecho 
fundamental?

✅ Sí. La actuación policial infringe el art. 18.2 CE (inviolabilidad del domicilio) 
y el art. 24.2 CE (garantías procesales). La clave no es la existencia de 
consentimiento formal, sino si ese consentimiento prestado por quien se 
encuentra detenido y sin asistencia letrada puede considerarse válidamente 
habilitador de la injerencia en el domicilio.

🔵 b) ¿Bastaba el consentimiento del detenido?

No. El consentimiento prestado en situación de detención no colma las 
exigencias de un consentimiento libre, informado y válido. El detenido se halla 
en una situación de vulnerabilidad y presión que compromete la libre 
formación de la voluntad. El art. 520.5 LECrim exige que el detenido cuente 
con asistencia letrada en las diligencias que puedan incidir en sus derechos 
fundamentales.



Caso III: Análisis y Solución (continuación)

🔵 c) ¿Precisaba la diligencia de 
registro la presencia de Abogado?

Sí. El art. 520.6 LECrim exige la presencia de 
Abogado en aquellas diligencias que puedan 
afectar a los derechos del detenido. El 
registro domiciliario practicado sin asistencia 
letrada priva al investigado del 
asesoramiento técnico imprescindible para 
valorar la conveniencia de prestar o no su 
consentimiento. El detenido no puede 
renunciar válidamente a la asistencia letrada en 
diligencias de esta naturaleza, dada la 
irrenunciabilidad del derecho.

🔵 d) Finalidad de la exigencia de 
Letrado en el registro

La presencia del Abogado en el registro 
domiciliario cumple una triple finalidad: (1) 
asesorar técnicamente al detenido sobre la 
conveniencia de prestar o no su 
consentimiento; (2) velar por el respeto a sus 
derechos fundamentales durante la práctica de 
la diligencia; y (3) constatar y documentar
posibles irregularidades en la práctica del 
registro que puedan ser alegadas 
posteriormente en su defensa.

🔵 e) Efectos de la nulidad del 
registro

Si se declara nulo el registro domiciliario, se 
produce la nulidad de la prueba obtenida con 
vulneración de derecho fundamental, 
conforme al art. 11.1 LOPJ: «No surtirán efecto 
las pruebas obtenidas, directa o 
indirectamente, violentando los derechos o 
libertades fundamentales». Adicionalmente, 
la nulidad se extiende, en virtud de la doctrina 
del fruto del árbol envenenado, a todas las 
pruebas derivadas del registro ilícito. La 
vulneración podrá articularse como motivo de 
nulidad del art. 238 LOPJ y fundamentar, en su 
caso, recurso de amparo constitucional.

🟡 Conclusión clave: El consentimiento del detenido sin asistencia letrada no es válido. El registro es nulo y todas las pruebas derivadas del mismo
deben ser excluidas del proceso conforme al art. 11.1 LOPJ.



🔵 CASO PRÁCTICO IV

Caso IV: Derecho de Acceso a la Información — Secreto de 
Sumario y Prisión Provisional

🔵 Supuesto de hecho

El Juzgado de Instrucción núm. X de Parla decretó, mediante Auto de 20 de 
febrero de 2016, prisión provisional, comunicada y sin fianza del recurrente. La 
defensa alega indefensión por vulneración del art. 505.3 LECrim en relación con 
el art. 302 LECrim, al no habérsele facilitado acceso a los elementos esenciales 
de las actuaciones para impugnar la privación de libertad, por haberse 
declarado el secreto de sumario.

🟢 Legislación aplicable

• Art. 118.1.b) LECrim — Derecho a examinar actuaciones
• Art. 302 LECrim — Secreto de sumario
• Art. 505.3 LECrim — Audiencia sobre prisión provisional
• Art. 520.2.d) LECrim — Acceso a actuaciones esenciales en detención

🔵 a) Supuestos que fundamentan el secreto de sumario

El secreto de sumario se fundamenta en la necesidad de preservar la eficacia 

de la investigación penal, evitando que el conocimiento prematuro de las 
actuaciones por las partes pueda frustrar el resultado de las diligencias en 
curso. Conforme al art. 302 LECrim, el secreto puede declararse por el Juez 
de Instrucción, con carácter excepcional y temporal, con un plazo máximo de 

un mes prorrogable si subsisten las razones que lo justificaron, y nunca más 
allá de la conclusión de la fase de instrucción.

🔵 b) ¿Pueden adoptarse medidas cautelares durante el 
secreto de sumario?

Sí. El secreto de sumario no impide la adopción de medidas cautelares, 
incluida la prisión provisional. Sin embargo, la adopción de tales medidas 
exige respetar el derecho de la defensa a acceder a los elementos esenciales 

de las actuaciones para impugnar la legalidad de la privación de libertad, 
conforme al art. 505.3.II LECrim. El secreto cede ante este derecho esencial.



Caso IV: Análisis y Solución (continuación)

🔵 c) ¿El secreto de sumario alcanza a todas las 
partes?

En principio, el art. 302 LECrim permite que el secreto de sumario se 
extienda a todas las partes personadas. Sin embargo, esta regla 
general tiene una excepción constitucional irrenunciable: el 

Abogado del investigado o encausado tendrá, en todo caso, acceso a 

los elementos de las actuaciones que resulten esenciales para 
impugnar la privación de libertad (art. 505.3.II LECrim). El secreto 
nunca puede ser oponible frente a la defensa cuando está en juego 
la legalidad de una medida cautelar privativa de libertad.

🔵 d) ¿Qué información debe facilitarse a la defensa 
en caso de prisión provisional? ¿Bastará la forma 
oral?

No bastará la forma oral. La información sobre los elementos 
esenciales que sustentan la prisión provisional debe facilitarse con 
suficiente detalle para que la defensa pueda articular una 
impugnación efectiva. Conforme al art. 505.3.II LECrim, el Abogado 
tendrá acceso a dichos elementos esenciales, lo que implica 
necesariamente un acceso documental y no meramente oral. La 
información oral que no permita contrastar las razones de la 
privación de libertad no satisface las exigencias del derecho de 
defensa ni del art. 17.3 CE.

🟡 Conclusión clave: La negativa del Juzgado a facilitar acceso a los elementos esenciales bajo la cobertura del secreto de sumario vulneró 
el art. 505.3.II LECrim, el art. 118.1.b) LECrim y el art. 17.3 CE. El Juez debe efectuar un juicio de ponderación entre la preservación de la 
investigación y el derecho de defensa del preso provisional, nunca sacrificando por completo este último.



🔵 CASO PRÁCTICO V

Caso V: Derecho a la Traducción e Interpretación Gratuitas

🔵 Supuesto de hecho

El recurrente denuncia que las resoluciones impugnadas vulneraron su derecho 
a la traducción e interpretación. En concreto, la sentencia de instancia fue 
traducida al chino, pero la sentencia de apelación no fue noYficada con su 

correspondiente traducción. El Tribunal Supremo ha interpretado que el derecho 
a la traducción sólo se vulnera cuando la ausencia de traducción genera una 
situación de indefensión material que haya privado efectivamente al acusado de 
algún medio de defensa.

🟢 Legislación aplicable

• Art. 123 LECrim — Derechos a interpretación y traducción
• Art. 125 LECrim — Control de calidad de la interpretación y traducción
• Directiva 2010/64/UE — Derecho a interpretación y traducción en procesos 

penales

🔵 a) ¿Correspondía a la defensa solicitar la traducción de 
la sentencia de apelación?

No. El deber de proporcionar traducción de las resoluciones esenciales 
recae sobre el órgano judicial de oficio, sin que sea necesaria la petición 
expresa de la defensa. La sentencia es expresamente mencionada como 
documento de traducción obligatoria en el art. 123.1.d) LECrim. La omisión 
de la traducción de la sentencia de apelación constituye una vulneración del 
derecho a la traducción del recurrente, independientemente de si fue o no 
reclamada.

🔵 b) ¿Existe alternativa a la traducción escrita de 
documentos?

Sí. El art. 123 LECrim, en consonancia con la Directiva 2010/64/UE, prevé 
como alternativa excepcional la sustitución de la traducción escrita por un 
resumen oral del documento, cuando ello no comprometa la equidad del 
proceso. Esta sustitución es excepcional y debe quedar justificada, sin que 
pueda emplearse como regla general.



Caso V: Análisis y Solución (continuación)

🔵 c) ¿Tiene derecho el acusado a 
la traducción del texto íntegro de 
la sentencia?

Con carácter general, sí. La sentencia está 
expresamente mencionada en el art. 123.1.d) 
LECrim como documento de traducción 
obligatoria. No obstante, el propio precepto 
admite que puedan prescindirse de la 
traducción de pasajes irrelevantes o accesorios, 
siempre que ello no afecte al derecho de 
defensa. La excepción tiene carácter estricto 
y debe ser motivada por el Juez, que no 
puede utilizarla para eludir la obligación 
general de traducción.

🔵 d) Traducción defectuosa: 
¿puede el Tribunal rechazar la 
queja? ¿Es recurrible?

El Tribunal no puede rechazar sin más la 
queja sobre la calidad de la traducción. El art. 
125 LECrim prevé que quien considere que la 
traducción o interpretación no es 
suficientemente precisa pueda reclamar su 

revisión. La decisión judicial sobre la calidad 
de la traducción es susceptible de recurso, y 
si la deficiencia de la traducción genera 
indefensión material, podrá fundamentar la 
nulidad de actuaciones e incluso el acceso al 
amparo constitucional.

🔵 e) ¿Debe el Juez supervisar de 
oficio la calidad de la traducción?

Sí. Corresponde al Juez el deber de 
supervisar y controlar la calidad del servicio 
de interpretación y traducción prestado en el 
proceso. Si bien la parte puede —y debe—
alegar la deficiencia cuando la detecte, el 
deber de control judicial es activo y no 
meramente reactivo. La pasividad judicial ante 
una traducción manifiestamente deficiente 
puede generar indefensión material y 
constituir una vulneración del derecho de 
defensa.

🟡 Conclusión clave: La falta de traducción de la sentencia de apelación vulneró el art. 123.1.d) LECrim, sin que esta omisión pueda imputarse a la falta de 
petición de la defensa. El deber de traducción es de oficio para las resoluciones expresamente enumeradas en la ley.



🔵 CASO PRÁCTICO VI

Caso VI: Derecho a la Última Palabra

🔵 Supuesto de hecho

Tras el trámite de conclusiones finales, la Magistrada-Juez, en lugar 
de conceder la palabra al acusado conforme al art. 739 LECrim, 
procedió directamente a adelantar oralmente el fallo y su motivación 
al amparo del art. 789.2 LECrim. Cuando el acusado intentó pronunciar 
unas palabras durante el relato de hechos probados, fue reconvenido: 
«Guarde silencio, no le pregunto a usted». La Magistrada-Juez finalizó el 
acto sin preguntar al acusado si deseaba ejercer el derecho a la 
última palabra.

🟢 Legislación aplicable

• Art. 24.2 CE — Garantías procesales fundamentales
• Art. 739 LECrim — Derecho a la última palabra
• Art. 746.6 LECrim — Causas de suspensión del juicio
• Art. 747 LECrim — Deliberación y fallo



Caso VI: Análisis y Solución

🔵 a) ¿Es el trámite del art. 739 LECrim 
obligatorio o facultativo?

El trámite del art. 739 LECrim es obligatorio. El Tribunal debe 
otorgar al acusado la posibilidad de ser oído en último lugar, 
antes de que el juicio oral se dé por concluido. No se trata 
de una facultad discrecional del Juez, sino de un derecho 
del acusado que el órgano judicial debe garantizar 
activamente, sin necesidad de que el acusado ni su defensa 
lo soliciten expresamente.

🔵 b) Trascendencia de la denegación. ¿Exige 
petición previa? ¿Debe el Letrado formular 
protesta?

La privación del derecho a la última palabra constituye una 
vulneración de garantías procesales esenciales que vicia de 
nulidad las actuaciones. Su ejercicio no está supeditado a la 
previa petición del acusado ni de su Letrado: el Tribunal debe 
concederlo de oficio. No obstante, el Letrado de la defensa 
tiene la obligación de formular protesta si el derecho es 
silenciado, como requisito procesal para la viabilidad del 
ulterior recurso.

🔵 c) ¿Son valorables como prueba de cargo las 
declaraciones en la última palabra?

No. Las manifestaciones realizadas por el acusado en el 
ejercicio del derecho a la última palabra no constituyen 
prueba de cargo y no pueden ser valoradas como tales. Este 
derecho es una manifestación de la autodefensa del 
acusado, no un medio de prueba. Su finalidad es permitir al 
acusado dirigirse directamente al Tribunal con total libertad, 
sin las limitaciones del interrogatorio, para añadir lo que 
estime conveniente a su favor.

🔵 d) ¿Puede el Tribunal suspender la vista tras 
lo declarado por el acusado?

Sí. Si las manifestaciones realizadas por el acusado en el 
uso del derecho a la última palabra revelasen nuevos 
hechos o circunstancias relevantes no considerados en el 
proceso, el Tribunal podría acordar la suspensión del juicio 
oral al amparo del art. 746.6 LECrim, con el objeto de 
garantizar un proceso equitativo y la tutela judicial efectiva.

🔵 e) Derechos fundamentales vulnerados por 
la privación del derecho a la última palabra

La privación del derecho a la última palabra vulnera: (1) el 
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 
CE); (2) el derecho a ser oído, manifestación del principio de 
audiencia bilateral; y (3) el derecho de defensa en sentido 
amplio (art. 24.2 CE). La jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional ha declarado reiteradamente que su 
denegación equivale a una lesión del derecho de defensa 
con relevancia constitucional.

🟡 Conclusión clave: La actuación de la Magistrada-Juez constituye una vulneración del art. 739 LECrim y del art. 24.2 CE. La sentencia dictada sin respetar el derecho a la última palabra es 
anulable, y la queja puede articularse en recurso de apelación y, eventualmente, en amparo constitucional.



Cuadro Comparativo: Derechos del Investigado Libre vs. 
Detenido
La distinción entre la situación del investigado en libertad y el detenido es fundamental para comprender el diferente nivel de garantías exigible en cada caso.

Derecho Investigado Libre Investigado Detenido

Base constitucional Art. 24 CE Art. 17.3 CE

Forma de información de derechos Verbal Escrita + verbal (art. 520.2 LECrim)

Acceso a actuaciones Art. 118.1.b) LECrim Limitado a elementos esenciales para impugnar 
detención (art. 520.2.d))

Asistencia letrada Libre designación o de oficio Inmediata, sin demora; previa a declaración policial

Confidencialidad comunicaciones Sí, art. 118.4 LECrim Sí, con excepción en prisión incomunicada (art. 
527 LECrim)

Plazo máximo de privación de libertad N/A 72 horas (art. 17.2 CE)



Cuadro Sinóptico: Proyecciones del Derecho de Defensa

El derecho de defensa recogido en el art. 118 LECrim, en sintonía con el art. 24.2 CE, actúa como derecho vertebrador del que irradian todas las demás proyecciones o manifestaciones. Ninguna de ellas 
tiene existencia autónoma plena: todas convergen hacia la garantía efectiva del derecho de defensa del investigado o encausado.



Errores Típicos de Examen y Cómo Evitarlos

❌ Error 1: Confundir silencio con autoincriminación
El derecho a guardar silencio (art. 118.1.g) LECrim) y el derecho a no declarar contra sí mismo (art. 118.1.h) LECrim) son derechos autónomos. El primero se refiere a la 
omisión de declaración; el segundo abarca también el contenido de lo declarado.

❌ Error 2: Considerar renunciable el derecho a la asistencia letrada
La asistencia letrada tiene naturaleza de derecho/deber irrenunciable. La oposición del investigado al nombramiento de Abogado de confianza provoca la designación de 
uno de oficio de manera automática.

❌ Error 3: Entender que el secreto de sumario excluye todo acceso a la defensa
El secreto de sumario nunca puede oponerse frente a la defensa cuando está en juego la legalidad de una medida cautelar privativa de libertad. El art. 505.3.II LECrim
garantiza el acceso a actuaciones esenciales incluso bajo secreto.

❌ Error 4: Creer que la última palabra es potestativa para el Tribunal
El trámite del art. 739 LECrim es obligatorio para el Tribunal y no puede omitirse, aunque el acusado no lo solicite. Su denegación es motivo de nulidad.

❌ Error 5: Confundir el acceso pleno al atestado con el acceso a elementos esenciales
El detenido no tiene derecho al acceso íntegro de las actuaciones policiales, sino únicamente a los elementos esenciales para impugnar la legalidad de su detención (art. 
520.2.d) LECrim).



Esquema Cronológico del Despliegue del Derecho de Defensa

Instrucción
Acceso a 

actuaciones y 
asistencia letrada

Extinción
Cese de la pena y 
fin del derecho de 

defensa

Inicio
Denuncia o 

querella; primera 
cautelar

Juicio oral
Alegación, práctica 
de prueba y última 

palabra

Conforme al art. 118.2 LECrim, el derecho de defensa se ejercerá sin más limitaciones que las expresamente previstas en la ley desde la atribución del hecho punible investigado hasta la 
extinción de la pena. Su despliegue es continuo, gradual e intensificado en los momentos procesales de mayor vulnerabilidad del investigado.



Nulidad de la Prueba Ilícita: Regla de Exclusión
La vulneración de los derechos fundamentales del investigado durante la obtención de pruebas tiene consecuencias procesales de primera 
magnitud, articuladas en torno a la regla de exclusión del art. 11.1 LOPJ.

Prueba directamente ilícita

La obtenida con violación directa de 
derechos fundamentales (registro sin 
consentimiento válido, interceptación de 
comunicaciones sin autorización judicial) 
es nula de pleno derecho y no puede ser 
valorada. Art. 11.1 LOPJ y art. 238 LOPJ.

Prueba derivada ilícita

La doctrina del fruto del árbol envenenado
extiende la nulidad a todas las pruebas que 
sean consecuencia derivada de la prueba 
obtenida ilícitamente, incluso cuando su 
obtención posterior sea formalmente 
correcta.

Excepciones a la regla

La jurisprudencia ha admitido excepciones 
limitadas: descubrimiento inevitable (la 
prueba se habría descubierto de todos 
modos por medios lícitos), fuente 

independiente (la prueba procede de una 
fuente autónoma no contaminada) y 
conexión de antijuridicidad (ausencia de 
vínculo causal directo con la vulneración).



Resumen de Artículos Clave para el Examen

Constitución Española

• Art. 17.2 CE: Plazo máximo de detención preventiva (72 horas)
• Art. 17.3 CE: Asistencia de Abogado al detenido en diligencias policiales y 

judiciales
• Art. 18.2 CE: Inviolabilidad del domicilio
• Art. 24.1 CE: Tutela judicial efectiva sin indefensión
• Art. 24.2 CE: Garantías procesales: defensa, información de la acusación, 

asistencia letrada, uso de medios de prueba, no declarar contra sí mismo, 
presunción de inocencia

LECrim — Artículos esenciales

• Art. 118 LECrim: Catálogo de derechos del investigado
• Art. 123 LECrim: Derecho a traducción e interpretación
• Art. 302 LECrim: Secreto de sumario
• Art. 400 LECrim: Derecho a declarar cuantas veces quiera
• Art. 505.3 LECrim: Acceso a actuaciones esenciales en prisión provisional
• Art. 520 LECrim: Derechos del detenido y del preso
• Art. 527 LECrim: Limitaciones en prisión incomunicada
• Art. 739 LECrim: Derecho a la última palabra

Otras normas relevantes

• LO 5/2015: Transpone Directivas 2010/64/UE y 2012/13/UE. Modifica art. 
118 LECrim

• Ley 41/2015: Segunda instancia penal y reforma de la casación
• LO 13/2015: Garantías procesales e investigación tecnológica
• LO 1/2025: Eficiencia del Servicio Público de Justicia
• LO 6/1984: Habeas corpus
• Art. 51.2 LOGP: Comunicaciones de internos penitenciarios con Abogado
• Art. 11.1 LOPJ: Prueba obtenida con violación de derechos fundamentales
• DirecYva (UE) 2016/800: Garantías procesales de menores investigados

Recuerda: los plazos clave son 72 horas (detención preventiva) y el 
secreto de sumario tiene un plazo máximo de un mes prorrogable, 
fijados como preguntas frecuentes en exámenes tipo test.



Conclusiones Finales de la Lección
El derecho de defensa es el eje vertebrador del proceso penal constitucional español. Su efectividad real —no meramente formal— exige el cumplimiento 
riguroso de todas sus proyecciones.

El art. 118 LECrim no es exhaustivo

El catálogo legal es un mínimo irrenunciable, no un máximo. Existen 
derechos implícitos —última palabra, dignidad, presunción de inocencia, 
congruencia— que forman parte del estatuto garantista del investigado 
aunque no figuren expresamente en el listado.

La reforma de 2015 fue necesaria pero insuficiente

Las reformas operadas por la LO 5/2015, LO 13/2015 y Ley 41/2015

supusieron un avance en la armonización europea, pero el parcheo 
legislativo continúa siendo la tónica dominante. La reforma global de la 
LECrim sigue pendiente.

La vulneración genera nulidad e indefensión

La lesión de cualquier proyección del derecho de defensa puede generar 
indefensión material, nulidad de actuaciones, exclusión de pruebas (art. 
11.1 LOPJ) y, en última instancia, acceso al amparo constitucional ante el 
Tribunal Constitucional.

Las garantías se intensifican en privación de libertad

El art. 520 LECrim introduce un régimen reforzado para detenidos y presos. 
La vulnerabilidad del investigado privado de libertad exige del sistema 
procesal la máxima exigencia en el respeto de sus derechos 
fundamentales.

«No hay mayor exponente de luminosidad democrática que la forma en que la Ley desarrolla las medidas cautelares personales y las garantías procesales 
de los investigados.» — Doctrina procesal española
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